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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 0376/2019-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

REGISTRADOR DEL INSTITUTO REGISTRAL Y CATASTRAL DEL XIII DISTRITO JUDICIAL
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO
San Luis Potosí, S.L.P., a quince de agosto de dos mil diecinueve.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso Administrativo número 0376/2019-3, promovido por ********** contra actos del Registrador del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial; y,
R E S U L T A N D O
ÚNICO.- Mediante acuerdo de diecisiete de mayo de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito firmado por ********** mediante el cual demanda al Registrador del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial, por la nulidad del siguiente acto: “la injusta y rotunda negativa a expedirme copia fotostática debidamente certificada de una escritura privada que se encuentra en los libros de duplicados en los libros de escrituras privadas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial, a nombre del Señor ********** inscrita bajo el número ********** Tomo ********** de escrituras privadas, de fecha 12 de marzo de 1999”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el doce de abril de dos mil diecinueve, en el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada para que contestara dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Mediante proveído de veinticinco de junio de dos mil diecinueve, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demanda instaurada en su contra, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual se verificó el diecisiete de julio de dos mil diecinueve, sin la asistencia de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no se formaron por ninguna de las partes; y se citó para resolver en definitiva. 
C O N S I D E R A N D O
PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, le corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver por tratarse de una controversia de carácter administrativa suscitada entre un particular y una autoridad de esta entidad federativa, donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- La parte actora compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación del acto impugnado, que obra en fojas 11 y 12 de este sumario.
La personalidad y legitimidad de la autoridad demandada, se encuentra acreditada en este Tribunal, pues acompañó copia certificada de su nombramiento, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado; documental que obra en fojas 23 y 24 de este expediente
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de la certificación expedida en fecha 04 cuatro de abril de 2019 dos mil diecinueve, por el Registrador del Décimo Tercer Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, S.L.P., que obra en foja 12 del sumario, respecto de la petición contenida en el escrito de fecha 19 de febrero de esta anualidad, suscrito por el actor.
En efecto, si bien es cierto el actor señala como acto impugnado, la injusta y rotunda negativa a expedirle copia fotostática debidamente certificada de una escritura privada que se encuentra en los libros de duplicados en los libros de escrituras privadas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial, a nombre del Señor ********** inscrita bajo el número ********** Tomo ********** de escrituras privadas, de fecha 12 de marzo de 1999; también lo es, que del contenido de su escrito de demanda y de la certificación que acompañó a la misma, se advierte que lo que impugna es, la certificación expedida por el Registrador del Décimo Tercer Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, S.L.P., en fecha 04 cuatro de abril de 2019 dos mil diecinueve, emitida en respuesta a la solicitud de fecha 19 diecinueve de febrero del mismo año, presentada por el hoy actor ante la autoridad demandada; siendo este el acto que se analizará en este juicio de nulidad. 
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento hechos valer por las demandadas, y tampoco que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los conceptos de impugnación de la parte actora.
QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en fojas 5 a 8 de los autos, en los apartados de hechos que constituyen antecedente de la demanda y expresión de los conceptos de impugnación, argumentos que no se transcriben y, por economía procesal, se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan sus efectos legales a que haya lugar.

Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los siguientes datos: Época: Novena Época, Registro: 196477, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Abril de 1998, Materia(s): Común, Tesis: VI.2o. J/129, Página: 599.

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria procede al estudio de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, y que se advierte se encuentran contenidos en los apartados de hechos que constituyen antecedente de la demanda y expresión de los conceptos de impugnación, los que se analizan en forma concatenada con las diversas constancias y probanzas ofrecidas por las partes que obran en autos de este expediente, y que en la parte medular dicen:

“VII.= HECHOS QUE CONSTITUYEN ANTECEDENTE DE LA DEMANDA.=.”

“... 2º.- ...con fecha 19 de febrero del año 2019 volví a solicitar copias FOTOSTÁTICAS DEBIDAMENTE CERTIFICADAS de una escritura Privada que se encuentra en los libros duplicados de Escrituras Privadas... pero es el caso que se hizo caso omiso, ya que por error, por omisión o por estar involucrados... se me volvió a expedir copias fotostáticas Certificadas pero de la parte frontal del libro que tiene a su Disposición,... pero no de las escrituras Privadas que constan en los libros de duplicado que se encuentra en las oficinas a cargo de la parte demandada, ...sin que me diera respuesta a solicitud (sic), de manera clara y se me expidieran las copias de las escrituras privadas solicitadas...”

[Subrayado añadido]

“3.- Interpongo la presente demanda administrativa para solicitar la nulidad... por mediar error de hecho y de derecho sobre el fin...” 
“VIII.- EXPRESIÓN DE LOS CONCEPTOS DE LA IMPUGNACIÓN.= GARANTÍAS INDIVIDUALES VIOLADAS- Se violan en perjuicio de la suscrita... artículos 8º, 14 y 16 de la constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 10, 11 y demás y demás relativo y aplicable (sic) de la Ley del Registro Público de la Propiedad y Catastro...”
Conceptos de impugnación que resultan fundados, en razón de lo siguiente:

El actor se duele de que la autoridad demandada omitió en el acto impugnado dar respuesta de manera clara y precisa a lo que fue solicitado en el escrito de fecha 19 de febrero de 2019, pues lo que en éste solicitó, fue que se le expidieran copias certificadas de una escritura privada, y lo que se le entregó fue una copia certificada de la parte frontal del libro que tiene a su disposición la autoridad demandada, haciendo caso omiso a lo expresamente solicitado.
En ese sentido, se considera necesario transcribir el escrito de fecha 19 de febrero de 2019 signado por el actor, en la parte que se contiene la solicitud que realizó, y que literalmente dice: 

“...Vengo a solicitar SE ME EXPIDA COPIA FOTOSTÁTICA DEBIDAMENTE CERTIFICADA de una Escritura Privada que se encuentra en los libros de duplicados en los libros de Escrituras Privadas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial., (sic) a nombre del Señor... (lo anterior por haberme expedido con fecha 9 de noviembre del año 2016 copia del libro, como anexo a la presente pero es necesario para efectos jurídicos la escritura Privadas...”
“PREDIO RUSTICO CERRIL ubicado en...”
Inscrito Bajo la Inscripción número... en los libros de duplicados del Registro Público de la Propiedad del XIII Distrito con sede de Santa María del Rio, S.L.P.,...”

Ahora bien, en el acto impugnado se advierte que la autoridad demandada, expidió una certificación que dice lo siguiente:

“QUE LA PRESENTE COPIA FOTOSTÁTICA, ES FIEL Y EXACTA, SACADA DE SU ORIGINAL, QUE OBRA EN ESTA OFICINA A MI CARGO Y QUE CONSTA DE 1 FOJA ÚTIL FRENTE Y VUELTA REGISTRADA BAJO INSCRIPCIÓN 110 DEL TOMO LXVI, DE ESCRITURAS PRIVADA, SE EXPIDE LA PRESENTE COPIA CERTIFICADA A LOS 04 DÍAS DEL MES DE ABRIL DE 2019, SE PAGARON LOS DERECHOS AL ESTADO CON RECIBO **********”
Certificación que contiene en la parte frontal copia de un libro de registro, que en lo conducente dice:
“En la ciudad de Santa María del Río, Estado de San Luis Potosí, siendo las 11:30 horas del día 12 de marzo de 1999, el registrador de la Propiedad y del Comercio de este Distrito Judicial, procede a registrar un Documento Privado de Compraventa, otorgado por el vendedor... respecto de un predio urbano ubicado en las calles de... con las medidas y colindancias siguientes:... se deja copia,... Doy Fe.-“
[Énfasis añadido]
Conteniendo además en el margen la siguiente anotación:

“NÚM. 110.- Vendida esta propiedad al C... ver acta ********** de Esc. Priv. del 28 de Enero del 2002.”

En ese tenor, le asiste la razón a la parte actora, al señalar que en el acto impugnado no se dio respuesta a lo que solicitó en su escrito de fecha 19 de febrero de 2019, y que conforme a su trascripción, fue la expedición de la copia certificada de una escritura privada, que a decir del actor se encuentra en los libros de duplicados en los libros de Escrituras Privadas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial, inscrita bajo la inscripción ********** del Tomo **********de Escrituras Privadas, de fecha 12 de marzo de 1999. 
Lo anterior es así, ya que en la certificación expedida por la autoridad demandada, no se hace pronunciamiento alguno en relación con la expedición de la copia de la escritura privada que fue solicitada, pues solo se trata de la certificación de una copia fotostática, en la que no se contiene una respuesta expresa a lo que fue peticionado; en consecuencia, el acto emitido por la autoridad demandada no es congruente con la petición del demandante, pues omite resolver los puntos que fueron propuestos en la solicitud; de ahí que el acto impugnado, no cumple con los elementos y requisitos establecidos en los artículos 164 fracción VI y 165 fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado, que a la letra dicen:
“ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:
...VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y...”
“ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:

...III. Que se expida de manera congruente con lo solicitado y resolver expresamente todos los puntos propuestos por el interesado o previstos por las normas;...”
Por consiguiente, y toda vez que la solicitud del hoy actor tiene como fin la obtención de una copia certificada de una escritura privada, que dice se encuentra en los libros de duplicados de Escrituras Privadas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial, y toda vez que en el contenido del acto impugnado, se menciona que existe un Documento Privado de Compraventa, respecto del predio urbano detallado en la solicitud del actor, así como que de dicho documento se dejó copia en el Registro; la autoridad demandada está obligada a emitir una respuesta, en la que en forma clara y precisa se pronuncie en relación con los puntos que le fueron planteados en la solicitud; la que deberá ser congruente con lo solicitado y con el contenido de las inscripciones o constancias que figuren en los libros y folios del Registro, relacionadas con el documento privado de compraventa o escritura privada, cuya copia fue solicitada.

Ello es así, pues de conformidad con lo dispuesto en los artículos 10 y 11 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, los registradores tienen la obligación de permitir a las personas que lo soliciten, que se enteren de los asientos que obren en los folios o libros del Registro, y de los documentos relacionados con los mismos; así como de  expedir las certificaciones registrales de los asientos que obren en sus archivos; certificaciones literales o, en extracto, de las inscripciones o constancias asentadas en los libros o folios registrales; y, de información que se encuentre contenida en los archivos. 

Numerales en comento que establecen:

“ARTÍCULO 10. Los registradores tienen la obligación de permitir a las personas que lo soliciten, que se enteren de los asientos que obren en los folios o libros del Registro, y de los documentos relacionados con los mismos. Asimismo, expedirán las certificaciones registrales de los asientos que obren en sus archivos.    

La prestación de los servicios a que se refieren el párrafo anterior, se condicionará al pago de derechos o cobros correspondientes y a las disposiciones contenidas en la legislación de la materia.”   

“ARTÍCULO 11. El Director General del Instituto; el Director de Registro Público de la Propiedad; y los registradores, tienen la obligación de expedir a quien lo solicite, certificaciones literales o, en extracto, de las inscripciones o constancias asentadas en los libros o folios registrales.  

Las certificaciones expedidas cuya información se encuentren contenidas en los archivos, tendrán el carácter de documento público.”

[Énfasis añadido]
De acuerdo a lo anterior, le asiste la razón a la demandante al señalar que la autoridad demandada viola en su perjuicio los artículos 10 y 11 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios del Estado de San Luis Potosí, ello en virtud de que los registradores tienen la obligación de permitir a las personas que lo soliciten, que se enteren de los asientos que obren en los folios o libros del Registro, y de los documentos relacionados con los mismos, de expedir las certificaciones registrales de los asientos que obren en sus archivos, así como copias certificadas de las inscripciones o constancias que figuren en los libros y folios del Registro; sin que en el caso hubiese acontecido, no obstante que en la copia certificada que expidió, se hace referencia a un documento privado de compraventa del que dice se dejó copia, de ahí que existe un documento relacionado con la inscripción registrada en el libro cuya copia se certificó en el acto impugnado.
Sin que pase inadvertido para esta Sala, que la autoridad demandada en su escrito de contestación refiere que en sus archivos no obra la Escritura Privada a que hace alusión el actor, y que no cuenta con Libro de Duplicados en los Libros de Escrituras Públicas del Instituto Registral y Catastral del XIII Distrito Judicial relativos al caso que nos ocupa, y que por ello está impedida para expedir un documento diferente al otorgado; de lo que es claro que pretende mejorar o perfeccionar la motivación relacionada con el acto impugnado, sin que exista disposición expresa que autorice a mejorar la indicada motivación; pues por el contrario, los requisitos de fundamentación y motivación, deben plasmarse en el documento que contiene el acto impugnado y no en otros, de ahí que al pretender dar contestación a lo solicitado por el actor en un acto diverso del impugnado, la motivación que refiere en la contestación de la demanda no resulta válida al contenerse en documento distinto al acto controvertido, expedido de manera incongruente con lo peticionado.

Sirviendo de Apoyo la Jurisprudencia que enseguida se cita: Época: Séptima Época, Registro: 917740, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice 2000, Tomo VI, Común, Jurisprudencia SCJN, Materia(s): Común, Tesis: 206, Página: 168 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. DEBEN CONSTAR EN EL CUERPO DE LA RESOLUCIÓN Y NO EN DOCUMENTO DISTINTO.- Las autoridades responsables no cumplen con la obligación constitucional de fundar y motivar debidamente las resoluciones que pronuncian, expresando las razones de hecho y las consideraciones legales en que se apoyan, cuando éstas aparecen en documento distinto.”

En base a lo anterior, resulta infundado el argumento que hace la autoridad demandada en su escrito de contestación, al señalar que se encuentra materialmente impedida para expedir un documento diverso al otorgado y que fue impugnado en este juicio de nulidad, pues como ya se indicó, incumple con las obligaciones legales previstas en los numerales 10 y 11 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como los artículos 164 fracción VI y 165 fracción III del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que en la certificación de fecha 04 cuatro de abril de 2019 dos mil diecinueve, signada por el Registrador del Décimo Tercer Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral, se omite dar una respuesta clara y congruente con lo que fue solicitado; por lo tanto, resultan fundados los conceptos de impugnación que expone la parte actora, dado que la autoridad demandada incumple con las obligaciones legales previstas en los ordenamientos invocados con antelación.
Así las cosas, en la especie se actualiza la causal de ilegalidad prevista en el artículo 250 fracción IV del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la ilegalidad del acto impugnado cuando los hechos que lo motivaron fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas.
En tal virtud, a juicio del Magistrado Titular de esta Tercera Sala Unitaria, con fundamento en el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la certificación expedida en fecha 04 de abril de 2019, por el Registrador del Décimo Tercer Distrito Judicial del Instituto Registral y Catastral en Santa María del Río, S.L.P., que obra en foja 12 del sumario, por resultar incongruente con lo solicitado en el escrito visible en foja 11 de autos; y por consecuencia la NULIDAD del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando.

En ese sentido, para efectos del artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, con el fin de restituir a la parte actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente afectados; con fundamento en lo dispuesto por el artículo 251 del mismo ordenamiento legal, se ordena a la autoridad demandada emitir una respuesta a la solicitud que le fue planteada por el hoy actor mediante el escrito de fecha 19 de febrero de 2019, debidamente fundada y motivada, en la que de manera congruente con lo solicitado, conteste lo que se le pidió, en relación con la escritura o documento privado de compraventa que quedó registrado con la inscripción número ********** de fecha 12 de marzo de 1999, y del que dice se dejó copia al momento en que se realizó el registro; pues aún en el supuesto de que éste no existiera en sus archivos, la respuesta deberá emitirse conforme a lo que fue solicitado por el actor, y a lo asentado en el libro en que quedó inscrito el documento privado de compraventa respectivo.
Con fundamento en lo dispuesto en los numerales 255 y 256 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, dígase a la autoridad demandada que a partir de que cause ejecutoria esta sentencia, correrán los plazos para su cumplimiento; por lo que, una vez que cause ejecutoria, esta Tercera Sala Unitaria la prevendrá por el cumplimiento de la misma, o en su caso, la requerirá por su ejecución, con los apercibimientos legales que correspondan, debiendo informar sobre su cumplimiento.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; y 248, 249, 250 fracción IV, 251 primer párrafo, 252, 255 y 256, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ del acto impugnado y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA del mismo, dejándolo sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando sexto de la presente sentencia. 

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a la autoridad demandada, con copia autorizada de esta resolución.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
